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TEMA 10 LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL Y LOS DESEQUILIBRIOS REGIONALES

TEMA 10. LA ORGANIZACIÓN, LOS DESEQUILIBRIOS Y LAS POLÍTICAS TERRITORIALES
I. LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE ESPAÑA.
1. EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL.

La organización territorial actual es el resultado de un largo proceso histórico. 

1.1. La Antigüedad. Hasta la conquista romana la P.I. estuvo habitada por diversos pueblos indígenas. Ya bajo el dominio romano (s. III a.C.-V d.C.) se organizó el territorio en provincias (dos al principio, siete al final). Los visigodos (s. V-VIII) crearon un estado independiente y unificado, con capital en Toledo; mantuvieron la división romana, pero el ducado pasó a ser la unidad territorial básica.

1.2. La Edad Media. Con su invasión de la P.I., los musulmanes organizaron su territorio en provincias (coras), a cuyo frente estaba un gobernador (wali), y que se subdividían en demarcaciones menores (iqlim). Se  alternaron épocas de unidad y de fragmentación territorial (taifas). Por su parte, los cristianos, a medida que avanzaban en la reconquista, fueron creando una serie de sistemas político-administrativos, que son el origen de la diferenciación actual. Así, en el siglo XIII se conformaron cinco grandes conjuntos político-administrativos: el reino de Portugal, el reino de Castilla y León, el reino de Navarra, la Corona de Aragón y el reino musulmán de Granada. Cada uno de ellos tenía sus propias divisiones administrativas internas, municipales y supramunicipales.
1.3. La Edad Moderna. Los RR.CC. reunieron los territorios peninsulares, excepto Portugal, e incorporaron las islas Canarias y Melilla, pero fue una unión exclusivamente dinástica, manteniendo cada reino sus estructuras fiscales y político-administrativas, algo que continuó con los Austrias de los siglos XVI y XVII. En el siglo XVIII, los Borbones intentaron centralizar y uniformizar los territorios a través de los Decretos de Nueva Planta, que implantaron el modelo político-administrativo castellano a la Corona de Aragón, que vio suprimidas sus Cortes, su legislación y sus instituciones. Navarra y el País Vasco –por sufidelidad al rey-, mantuvieron sus particularidades. Así, el territorio quedó dividido en capitanías generales (para el gobierno y la defensa) e intendencias (para la hacienda y el desarrollo económico). En cada provincia se mantenían las subdivisiones territoriales de los antiguos reinos.
1.4. La Edad contemporánea hasta 1978. En 1833, Javier de Burgos realizó una división provincial prácticamente igual a la actual: organizó el territorio en 49 provincias (en 1927. Las Canarias se dividieron en dos provincias), que tuviesen posibilidades económicas, y con una ciudad como capital, lo que facilitó la intervención centralista del gobierno. Además, las particularidades institucionales de Navarra y el País Vasco, fueron suprimidas por su participación en las guerras carlistas. Las provincias se agrupaban en regiones, que carecían de funciones político-administrativas.
Durante la Primera República (1873-74), se proyectó un Estado federal organizado en regiones con competencias de gobierno, pero no llegó a concretarse en la práctica. Con la Restauración se volvió a una intensa centralización, que tuvo como respuesta el surgimiento de distintos movimientos regionalistas de signo cultural en Cataluña, País Vasco y Galicia que, después, se transformaron en movimientos nacionalistas de carácter político.
Ya en el siglo XX, la Segunda República se declaró que España era un estado integral, compatible con la autonomía de las regiones. Durante este período y la Guerra Civil, Cataluña y el País Vasco aprobaron sus estatutos de autonomía, mientras que en Galicia el proceso quedó truncado por el conflicto.

En el franquismo se implantó un estado unitario y estrictamente centralista y basado en la provincia que, pese a reprimirlas, no pudo acabar con las aspiraciones nacionalistas, que se restablecieron tras su muerte, dando lugar a la formación de un estado descentralizado.

2. LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL ACTUAL.


2.1. Las divisiones territoriales. Se reparten las decisiones en tres divisiones territoriales:
· El municipio es la entidad territorial básica, y está formado por uno o varios núcleos de población y un territorio claramente delimitado o término municipal. Su función es prestar servicios y su gobierno y administración corresponde al Ayuntamiento, integrado por el alcalde y los concejales. Éstos últimos son elegidos por los ciudadanos, y son, a su vez, los que eligen al alcalde. 

· La provincia es la unidad territorial que forman un conjunto de municipios; fomentan los intereses provinciales, prestan servicios de ámbito provincial, coordinan los servicios de los municipios, etc. El gobierno y la administración provincial corresponden a la Diputación, integrada por un presidente y unos diputados. Los diputados se escogen entre los concejales electos, y éstos eligen al presidente.
· La comunidad autónoma es la entidad territorial formada por una provincia o por provincias limítrofes o territorios insulares, con una cierta identidad regional; están dotadas de autonomía legislativa y capacidad de autogobierno sobre los asuntos de su competencia.

2.2. El Estado de las autonomías.

      2.2.1. El proceso de formación del estado autonómico. Incluye dos períodos: 
a) El período preautonómico se inicia al poco de morir Franco. Se concede un régimen preautonómico a catorce regiones (quedaron fuera La Rioja, Cantabria y Madrid), en el que contaban con organismos representativos que recibieron ciertas competencias, pero sin capacidad legislativa.

b) El período autonómico se inicia tras la promulgación de la Constitución de 1978, en la que se establece la indisoluble unidad de la nación española, reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones, así como la solidaridad entre ellas.

La Constitución dejó libertad para que se constituyesen las CC.AA., y solo indicaba las condiciones y las vías a seguir. En cuanto a las condiciones, se permitía que se constituyesen en comunidad autónoma a las provincias limítrofes con características comunes; a los territorios insulares, y a las provincias con identidad regional histórica. 

El proceso establecía dos vías: primero, la llamada vía rápida (art. 151), permitía adquirir inmediatamente el techo de competencias; fue la vía seguida por Cataluña, el País Vasco y Galicia, que al haber plebiscitado en el pasado sus estatutos de autonomía, solo necesitaron el acuerdo por mayoría absoluta de sus órganos preautonómicos; sin embargo, Andalucía lo hizo por la vía normal del art. 151 (acuerdo de todas las diputaciones provinciales y de ¾ partes de ayuntamientos que representen al menos al 50% de la población, y luego la aprobación por referéndum). Navarra añadió a sus atribuciones únicas las competencias del art. 151 (“Amejoramiento del Fuero”). 
Segundo, la llamada vía lenta (art. 143, acuerdo de todas las diputaciones provinciales y 2/3 de ayuntamientos que representen al menos al 50% de la población, sin necesidad de referéndum), solo traspasaba unas pocas competencias, y había que esperar cinco años para poder ampliarlas; fue la vía seguida por el resto de las CC.AA., con la excepción de Madrid que se acogió al art.144a, en el que, por interés nacional, se le permitía constituirse como comunidad autónoma sin tener entidad regional histórica. Y Ceuta y Melilla se constituyeron como ciudades autónomas sin capacidad legislativa a través del art.144b.
       2.2.2. La organización del Estado autonómico. Se caracteriza por los siguientes rasgos:

a) Cada C.A. se rige por su Estatuto de Autonomía, que aprueban las Cortes, y que contiene la denominación de la C.A.; su denominación territorial; sus símbolos; los nombres, organización y sede de sus organismos, las competencias asumidas y las bases de las que se asuman.

b) Las CC.AA. pueden asumir competencias, o funciones en diversas materias que pueden ser traspasadas por el Estado de forma exclusiva o compartida, según si la C.A. legisle y aplique la legislación o comparta estas tareas con el Estado. Algunas competencias son exclusivas del Estado (relaciones exteriores, defensa, comercio exterior, deuda pública, emigración e inmigración, etc). Las competencias que asumen las CC.AA. pueden ser políticas, económicas, en infraestructuras y transportes, ordenación del territorio, sociales, educativas, sanitarias, etc.

c) Las instituciones de una C.A. son: la Asamblea Legislativa o Parlamento autonómico, que elabora la legislación en las materias de competencia autonómica, aprueba el presupuesto y controla al ejecutivo regional. Sus miembros se eligen cada cuatro años entre los habitantes de la C.A.; el Consejo de Gobierno o Gobierno autonómico, que ejerce el poder ejecutivo, y está integrado por el Presidente de la C.A. –elegido por el Parlamento autonómico- y por los consejeros –elegidos por el Presidente- y que se encargan de las diferentes áreas de gobierno; y el Tribunal Superior de Justicia, que es la máxima representación del poder judicial de una C.A.; por último, en cada C.A. existe un delegado del Gobierno, encargado de dirigir la administración general del Estado en la C.A.

d) La financiación de las CC.AA. responde a dos modelos: en primer lugar, las CC.AA. de régimen común se financian con tributos y con fondos. Los tributos  pueden ser propios, cedidos por el Estado o compartidos con él. Además, reciben fondos si con los tributos recaudados no cubren los servicios públicos básicos (Fondo de Servicios Públicos Fundamentales), o no cubren las competencias transferidas (Fondo de Suficiencia Global). Hay CC.AA. que reciben fondos destinados a reducir su desigualdad de financiación y desarrollo con las demás (Fondo de Convergencia Autonómica y Fondos de Compensación Interterritorial). Dentro del régimen común, en Canarias rige un régimen económico y fiscal especial por razones geográficas, y Ceuta y Melilla no aplican el IVA, sino el IPSI (Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación). 

En segundo lugar, el País Vasco y Navarra siguen el régimen foral, y se financian con los ingresos tributarios recaudados por su propia administración fiscal, y luego la C.A. pacta con el Estado la cantidad a pagar a éste mediante convenios o conciertos.
e) El Estado de las autonomías se basa en la igualdad territorial y en la solidaridad, por lo que los estatutos de las CC.AA. no pueden contener privilegios o discriminaciones en cuestiones fiscales, salariales o de seguridad social.
II. LOS DESEQUILIBRIOS TERRITORIALES.

1. LAS CAUSAS Y LOS INDICADORES DE LOS DESEQUILIBRIOS.
Existen desequilibrios socioeconómicos y demográfico entre las CC.AA. y en el interior de éstas. Las causas de estos desequilibrios son la desigual distribución de los recursos, la localización de las actividades económicas más dinámicas y las actuaciones humanas o decisiones políticas. Por otra parte, los indicadores de los desequilibrios son: el PIB y el PIB per cápita para los desequilibrios económicos (aunque en la actualidad se incorporan indicadores relacionados con la innovación y la tecnología); la densidad de población para los demográficos, y la renta bruta disponible de los hogares, el nivel de bienestar, la existencia de servicios básicos y la calidad medioambiental en los sociales. 
2. LA EVOLUCIÓN DE LOS DESEQUILIBRIOS

2.1. El origen de los desequilibrios actuales. Durante el desarrollismo (1960-75), el factor fundamental de los desequilibrios territoriales fue la localización de la industria y, en menor medida, el desarrollo de los servicios. Así, las áreas más dinámicas fueron las periferias cantábrica y catalana, Madrid y las áreas beneficiadas por la difusión industrial (ejes del Ebro y del Mediterráneo) y por el turismo (archipiélagos). Estas áreas concentraron el mayor crecimiento del PIB y el PIB per cápita, recibieron inmigrantes e incrementaron la renta bruta disponible de los hogares y el nivel de vida por encima de la media.

Las áreas menos dinámicas fueron las del interior peninsular por un excesivo peso del sector primario, por sus industrias escasas, pequeñas y tradicionales y por sus servicios de baja cualificación. También se estancaron algunas regiones de antigua industrialización, como las mineras de la cornisa cantábrica. Por todo ello, tuvieron un crecimiento más lento del PIB y del PIB per cápita, fueron áreas emigratorias y envejecidas, y la elevación de la renta familiar disponible y de la dotación de servicios e infraestructuras fue menor.

La convergencia entre las regiones mejoró en cuanto a la distribución de la riqueza, pero aumentó en el terreno demográfico por el éxodo rural.
2.2. Los cambios producidos como consecuencia de la crisis económica de 1975. La industria perdió su primacía como factor explicativo de los desequilibrios territoriales, por lo que las regiones industriales de sectores maduros (cornisa cantábrica) sufrieron aguda crisis por lo que su PIB descendió y dejaron de recibir inmigrantes. La crisis afectó menos a las regiones que mostraban menor peso industrial, por ser más primarias (Galicia), más terciarias (Madrid) o tener un mayor reparto entre sectores (La Rioja). La convergencia regional empeoró tanto en la distribución de la riqueza, en el nivel de vida y, en menor medida, en la densidad de población.
2.3. Los desequilibrios territoriales desde 1985. El factor de desarrollo ya no es la industria, que sufre la reestructuración y descentralización, y pasan a serlo los servicios avanzados, la innovación y la alta tecnología: funciones cuaternarias, existencia de actividades innovadoras y de alta tecnología, presencia de centros de investigación, innovación y gestión, disponibilidad de mano de obra muy cualificada, inversiones en tecnología y formación, calidad de infraestructuras y equipamientos y existencia de buenas comunicaciones.

Las regiones más dinámicas son Madrid, y la Y constituida por el País Vasco, el valle del Ebro y el litoral mediterráneo norte. Las regiones menos dinámicas son las muy especializados en sectores industriales maduros, como Asturias y Cantabria; y las que cuentan con un mayor peso del sector primario, industrias poco avanzadas y servicios poco especializados. Son las CC.AA. del interior peninsular, Galicia, el interior de Andalucía y Murcia. 
Los indicadores de desarrollo muestran la pérdida de correlación directa entre el dinamismo económico y el crecimiento del PIB, de la población y del bienestar social. Así, algunas regiones menos dinámicas incrementan su PIB, su población o su bienestar por otros factores como la recepción de fondos de la UE,  la difusión de población y actividades desde las regiones más dinámicas, la implantación del Estado del bienestar, etc. Sin embargo, las regiones más avanzadas siguen controlando las actividades más estratégicas, por lo que siguen teniendo mayor crecimiento demográfico (por la llegada de inmigrantes) y mayor nivel de bienestar. 

Así, la convergencia regional ha aumentado en cuanto a la distribución de la riqueza y el nivel de vida, pero sin variaciones en los niveles superiores e inferiores. Pero si ha aumentado la divergencia en la densidad de población, al concentrarse la inmigración en las regiones más dinámicas. 
2.4. La incidencia de la crisis de 2008 en los desequilibrios. La crisis de 2008 disparó el paro y redujo la demanda interna, pero afectó más a aquellas regiones con mayor peso en la construcción (Com. Valenciana), con un elevado empleo público (Andalucía), y en las son más dependientes de una demanda interna muy mermada (Canarias). La crisis ha incidido menos en las regiones con menor peso inmobiliario (Navarra), con mayor peso de otras actividades (Castilla y León) o de sectores más avanzados (Madrid), las que tienen una distribución sectorial más equilibrada (La Rioja), y en las que tienen una mayor apertura económica al exterior (País Vasco, Baleares).
Los indicadores de desarrollo manifiestan la crisis: decrecimiento del PIB, retroceso demográfico por la reducción de la inmigración, y empeoramiento del bienestar social., aumentando la pobreza y la exclusión social.

La convergencia entre las regiones se ha detenido o ha disminuido en todos los indicadores: económico, demográfico y social.
III. LAS POLÍTICAS REGIONALES Y DE COHESIÓN TERRITORIAL

1. LAS BASES DE LA POLÍTICA REGIONAL

Las políticas regionales son el medio de paliar los desequilibrios regionales y de fomentar el desarrollo regional. En España la política regional se inició en los años 60 con los Planes de Desarrollo, con muy escasos resultados. A partir de 1986, una nueva política regional viene marcada por tres hechos: desarrollar el principio constitucional de solidaridad interterritorial, el establecimiento y desarrollo del Estado de las autonomías y la adhesión a la Comunidad Europea. El Estado ha perdido el protagonismo en favor de la política regional de la Unión Europea y de los gobiernos autonómicos.

2. LA POLÍTICA REGIONAL Y DE COHESIÓN DE LA UNIÓN EUROPEA 2014-2020
2.1. Los objetivos de la política regional europea. No son otros que el coordinar las políticas regionales de los estados miembros y corregir los desequilibrios entre las regiones europeas apoyando a las más desfavorecidas. La nueva política regional 2014-2020 se propone dos objetivos: invertir en el crecimiento y en el empleo de todas las regiones y fomentar la cooperación territorial europea:
2.2. Los fondos europeos.

· El FEDER (Fondo Europeo de Desarrollo Regional) financia inversiones destinadas a reducir los desequilibrios territoriales. Concentra sus inversiones en innovación e investigación, TIC, apoyo a pymes y economía hipocarbónica (baja en emisiones de carbono). El FEDER también financia la Cooperación Territorial Europea, la reducción de los problemas urbanos y las aportaciones a las regiones periféricas y ultraperiféricas.
· El FSE (Fondo Social Europeo) financia actuaciones destinadas a desarrollar los recursos humanos, prevenir y luchar contra el desempleo, mejorar el acceso al empleo y facilitar el acceso al trabajo de los más desfavorecidos. El FSE financia también la mitad de la Iniciativa de Empleo Juvenil para aquellas regiones con un desempleo juvenil superior al 25%.
· El Fondo de Cohesión financia exclusivamente inversiones públicas en medio ambiente y en redes transeuropeas de transporte en los países con PIB per cápita inferior al 90% de la media de la UE. Es un fondo de carácter nacional.

2.3. Las categorías de regiones europeas receptoras de los fondos. Las regiones europeas reciben más o menos ayudas en función de su nivel de PIB per cápita. Se establecen tres categorías: regiones menos dinámicas: PIB per cápita inferior al 75% del PIB medio comunitario; regiones en transición: PIB per cápita entre el 75% y el 90%, y regiones más dinámicas: PIB per cápita superior al 90% del PIB comunitario.
Además, las regiones ultraperiféricas –como Canarias- y las septentrionales poco pobladas, reciben una dotación de adicional específica para diversificar y modernizar su economía.

2.4. Las repercusiones de la política regional europea. Son las siguientes:

· Ha supuesto una cierta cesión de soberanía a la UE.
· Ha permitido recibir ayudas que han favorecido la convergencia española con Europa. Desde 1986 todas las regiones españolas han mejorado su convergencia con la media de la UE; aun así, existen diferencias entre regiones que han sobrepasado la media europea y otras que se sitúan muy por debajo de ésta. La convergencia se vio favorecida por la entrada en la UE de nuevos miembros con un nivel más bajo, lo que encubrió la desfavorable situación española en productividad, en I+D+i, etc.
· Ha reducido los desequilibrios interterritoriales, al concentrar las ayudas en las regiones más desfavorecidas, aunque la convergencia ha sido mayor en las regiones con un PIB per cápita superior a la media comunitaria. 

3. LA POLÍTICA REGIONAL Y DE COHESIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO. 

3.1. Los objetivos de la política de cohesión estatal. Son lograr un desarrollo regional equilibrado y fomentar el potencial endógeno. Las estrategias para conseguir estos objetivos son:

· Consolidar el crecimiento de las áreas más dinámicas (Madrid, valle del Ebro y Mediterráneo norte).

· Detener el declive de la cornisa cantábrica.
· Impulsar el despegue del eje Mediterráneo sur, e incorporarlo al del norte.

· Apoyar al resto de las regiones, a través de importantes inversiones en infraestructuras, diversificación económica y desarrollo del potencial endógeno.
3.2. Los instrumentos de la política regional estatal. Son los siguientes:


    3.2.1. Los incentivos regionales. Son las ayudas financieras concedidas por el Estado a la inversión empresarial en ciertas zonas, y deben ser compatibles con la normativa europea sobre competencia (que las suele prohibir, salvo cuando se destinen a favorecer el desarrollo económico de las regiones con bajos niveles de vida o graves situaciones de desempleo) y con las directrices de la nueva política regional, que establece las zonas de aplicación de los incentivos, los sectores y los proyectos promocionables:



a) las zonas de aplicación de los incentivos se delimitan según el PIB per cápita y la tasa de paro. Los límites máximos para las ayudas diferencian entre las regiones con PIB per cápita inferior al 75% de la media de la UE que reciben los tipos más altos de ayuda (las regiones de Convergencia pura reciben tipos entre el 30-40%, y las regiones de Convergencia de ayuda transitoria una ayuda máxima del 30%) y las regiones con PIB percápita superior al 75% de la media de la UE que reciben ayudas a tipos más bajos (entre el 10 y el 15%). Todos estos límites máximos de ayuda se refieren a proyectos de inversión de grandes empresas; si son medianas se pueden incrementar en un 10%, y si son pequeñas en un 20%.



b) los sectores promocionables son industrias extractivas y transformadoras, agroalimentarias y de acuicultura, servicios a la producción, etc.



c) los proyectos promocionables son los que supongan la creación de nuevos establecimientos, su ampliación o la modernización de las instalaciones.


    3.2.2. Los fondos para la convergencia regional. 
a) El Fondo de Compensación Interterritorial. Se establecen para hacer efectivo el principio constitucional de solidaridad. Ha pasado por varias reformas, y desde 2001 se ha desglosado en el Fondo de Compensación y el Fondo Complementario, financiando ambos gastos de inversión que promuevan la creación de renta y riqueza, pero en el caso del Fondo Complementario financia también los gastos de la puesta en marcha.
b) Los Fondos de Convergencia Autonómicos. Tienen como objetivo reducir las diferencias de financiación y equilibrar el desarrollo regional; Fondo de Competitividad (renta per cápita inferior a la media) y Fondo de Cooperación (renta per cápita inferior al 90%).
4. LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO. 

Las regiones llevan a cabo políticas de ordenación del territorio destinadas a paliar sus desequilibrios internos y a fomentar su desarrollo económico, social y medioambienal.

4.1. Los objetivos de la ordenación del territorio. Sus objetivos son: el desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones y la organización integral del espacio (coordinando las políticas económicas sectoriales con la mejora del bienestar social y de la calidad de vida).

Y, de acuerdo con estos objetivos, la ordenación del territorio es, a la vez, una disciplina científica (abarcando ciencias con implicaciones territoriales como la geografía, la economía, la sociología, etc) y una política, porque debe darse la participación de los poderes públicos y del conjunto de la sociedad.

4.2. Los instrumentos de la ordenación del territorio. El instrumento básico es la elaboración de un plan, que siempre comporta dos aspectos: el análisis de la situación actual, que permite diagnosticar los problemas y potencialidades del territorio, y la planificación territorial, que incluye las estrategias, actuaciones, instrumentos, recursos, etc, para alcanzar los objetivos. Una vez se alcanza el modelo territorial propuesto, éste se convierte en la nueva realidad sobre la que actuar, y así sucesivamente. 

El ámbito principal de la planificación territorial es la región, pero también suelen definirse planes locales, o a una escala superior, planes nacionales o de la UE. De esta forma, la ordenación del territorio se plantea como una cadena de planes jerarquizados, cada uno de los cuales contiene las determinaciones –vinculantes o indicativas- para los planes de nivel inferior (“planificación en cascada”).

4.3. La ordenación del territorio en España. Se ha desarrollado a nivel autonómico, pues así lo establece la Constitución. Sin embargo, al tratarse de una organización global del espacio, aparecen también implicados los ámbitos europeo, estatal y local. La comunicación permanente entre todas estas administraciones es importante para coordinar todas las actuaciones previstas en los niveles inferiores o superiores.
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